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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 9 de mayo de 2011 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo Bernini, Vicepresidente y Pablo Pérez González, Presidente 
ad-hoc. 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Alfredo Asti, Germán Cardoso, Jorge Gandini, 
Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Iván Posada y Alejandro Sánchez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


De acuerdo a lo que quedamos en la última sesión de la Comisión del viernes pasado, hoy correspondería 
avanzar y tratar de culminar la votación sobre el proyecto relativo a la contratación de participación público- 
privada para la realización de obras de infraestructura y prestación de servicios conexos, a los efectos de 
poder introducirlo en el orden del día de la sesión del próximo miércoles, tal como lo habíamos acordado. La 
Secretaría nos ha distribuido los artículos y las hojas desglosadas de lo que quedó pendiente. 


En discusión el artículo 2” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene dos sustitutivos, uno en 
la Hoja N* 2, presentado por el señor Diputado Mujica, en nombre de la bancada del Frente Amplio, y otro en 
la Hoja N* 42, presentado por el señor Diputado Posada. 


SEÑOR MUJICA.- La controversia surgía por la inclusión de las palabras "global e integrada". 
Cuando se explica el tipo de participación del privado, en un texto decía que se encargaba "por un 
período determinado, una actuación global e integrada que, además de la financiación". Esta expresión 
"slobal e integrada", había sido cuestionada por el doctor Cajarville. El señor Diputado Posada 
presenta una redacción que elimina ese concepto y mantiene la descripción con respecto a que lo que se 
le va a pedir, además de la financiación, es "diseño, construcción, mantenimiento, operación de las 
infraestructuras". O sea que, no cambia el concepto, y elimina dos adjetivos que no tenían mucho 
sentido. 


De modo que, en principio, estaríamos de acuerdo en respaldar la modificación propuesta por el señor 
Diputado Posada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 2” en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se va a votar. 


(Se vota) 


Cero en diez: NEGATIVA. Unanimidad. 


Léase el sustitutivo del inciso primero del artículo 2”, presentado por el señor Diputado Posada, que figura en 
la Hoja N* 42, 


(Se lee:) 


"Artículo 2”. (Contratos de Participación Público-Privada).- Son contratos de Participación Público-Privada 
aquellos en que una Administración Pública encarga a una persona de derecho privado, por un período 
determinad, el diseño, la construcción y la operación de infraestructura o alguna de dichas prestaciones, 
además de la financiación". 


Se va a votar el sustitutivo del inciso primero del artículo 2*, presentado por el señor Diputado Posada, que 
figura en la Hoja N* 42. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el sustitutivo del inciso segundo del artículo 2”, presentado por el señor Diputado Mujica, que 
figura en la Hoja N* 2. 


(Se lee:) 


"Artículo 2”. (Contratos de Participación Público Privada).- Son contratos de Participación Público Privada 
aquellos en que una Administración Pública encarga a una persona de derecho privado, por un período 
determinado, una actuación global e integrada que, además de la financiación, comprenda alguna de las 
siguientes prestaciones: diseño, construcción, mantenimiento, operación de infraestructuras.-Sólo podrán 
celebrarse contratos de Participación Público Privada cuando previamente se resuelva, en la forma prevista 
en la presente ley, que otras modalidades alternativas de contratación no permiten la mejor forma de 
satisfacción de las finalidades públicas". 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Correspondería reconsiderar el literal K) del artículo 4”, que ya fue votado, porque fue presentado un 
sustitutivo. 


Se va a votar la reconsideración del literal K) del artículo 4”. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el sustitutivo al literal K) del artículo 4%, presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en 
la Hoja N* 39. 


(Se lee:) 


"k) Respeto a los derechos laborales y las normas legales que los regulan, en particular en lo que refiere al 
reconocimiento y respecto a los ámbitos de negociación colectiva". 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el sustitutivo al artículo 8” del Poder Ejecutivo, presentado por el señor Diputado Mujica, que 
figura en la Hoja N* 30. 


Léase el sustitutivo al artículo 8” del Poder Ejecutivo, presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en 
la Hoja N* 30. 


(Se lee:) 


"Artículo 8%. Comisión Técnica.-Para cada proyecto la Administración Pública contratante designará una 
Comisión Técnica que asesorará en todas las etapas del procedimiento de contratación. La Comisión Técnica 
estará integrada por un mínimo de tres y un máximo de cinco miembros, debiendo ser dos de ellos, por lo 
menos, funcionarios de la Administración Pública contratante y otro, que podrá pertenecer o no a la misma. 
Todos sus miembros deberán tener idoneidad en los diferentes aspectos que componen la materia de 
contratación.- Todos los integrantes de las comisiones técnicas estarán obligados a presentar declaración 
jurada de acuerdo a la Ley_N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998". 


SEÑOR SÁNCHEZ.- En realidad, había una anotación de carácter verbal formulada por el doctor 
Cajarville. Estamos hablando de los integrantes de la Comisión Técnica; hoy se establece que serán un 
mínimo de tres y un máximo de cinco, y la redacción dice: ' debiendo ser dos de ellos, por lo menos, 
funcionarios de la Administración Pública contratante y otro". Ahí habría un problema de redacción, 
porque podría ser "otro" en el caso de que fueran tres, pero podrían ser "otros". Entonces, habría que 
modificar la redacción, porque el término "otro", no es correcto. En el caso de ser cinco, quedaría ese 
"otro", como si fueran siempre tres. 


SEÑOR ASTI.- Lo que sucede es que creo que se perdió una parte del artículo. Decía: "otro que tenga 
idoneidad técnica en la materia objeto del contrato". Esa parte se perdió. 


Creo que deberíamos sacar el término "otro". Lo que habíamos puesto es que eran dos de la Administración 
contratante y otro que tuviera especialización en el tema objeto del contrato. Luego, cuando se preguntó qué 
pasaba eventualmente con los otros dos, se dijo que también tenían que tener idoneidad técnica en otras 
materias del contrato. 


El término "otro", ahora, no tiene sentido. 
(Diálogos) 


SEÑOR ASTI.- Quiero dejar constancia de que la intención es que uno de esos otros, sea el único o no, 
debe tener especialización en el objeto de la infraestructura, que es el principal objeto del contrato. Eso 
decía en la redacción original. En su momento, lo que planteamos es que el resto de los integrantes 
debía tener idoneidad en aspectos contractuales, como pueden ser financieros, jurídicos, notariales, 
urbanísticos. O sea que establecimos que no sea necesario que tengan idoneidad estrictamente en el 
objeto principal del contrato, pero sí en los accesorios. 


No obstante, me temo que con esta redacción se pierde el hecho de que uno de ellos debe saber sobre la 
materia que se está llamando para contratar. 


La señora Secretaria me acercó el texto original, en el que establecimos: "[...] que posea reconocida 
idoneidad técnica en la materia objeto de contratación". No estoy en contra del artículo, pero hago la 
observación de que, con la modificación, estaríamos dejando a todos por igual. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que es materia de interpretación lo que estamos analizando. 


Francamente, entiendo que la redacción, tal como está reformulada que, a mi juicio, representa una mejora 
con relación a la versión original del Poder Ejecutivo contempla la inquietud del señor Diputado Asti, porque 
es de suficiente amplitud no vaguedad como para que, efectivamente, todo quede debidamente comprendido. 
En la medida en que se habla de los diferentes aspectos que componen la materia de la contratación, supongo 
que alguno sabrá del objeto, por no decir todos. 


Me parece que estamos hilando demasiado fino como para llegar a construir la tesis de que, en un caso 
concreto, todos serán idóneos en la materia de la contratación, pero ninguno sabrá del objeto. No alcanzo a 
imaginarlo; lo digo francamente. De todas maneras, me parece bien que ello se diga a efectos de que quede 
establecido en los antecedentes parlamentarios. 


Entiendo que esta modificación mejora sensiblemente lo otro, que podría implicar lo contrario, es decir, que 
uno supiera del objeto y que los demás no supieran nada de nada. Creo que ese contraste claramente define 
que esta redacción es mucho mejor, y me parece que no corremos mayor riesgo. 


SEÑOR POSADA.- Planteo una propuesta de redacción: "Para cada proyecto la Administración 
Pública contratante designará una Comisión Técnica que asesorará en todas las etapas del 
procedimiento de contratación. La Comisión Técnica estará integrada por un mínimo de tres y un 
máximo de cinco miembros, debiendo ser dos de ellos, por lo menos, funcionarios de la Administración 
Pública contratante. Sus miembros deberán tener idoneidad en los diferentes aspectos que componen 
la materia de contratación y, al menos uno, que podrá o no pertenecer a la misma, deberá poseer 
reconocida idoneidad técnica en la materia objeto de contratación.-Los integrantes de las comisiones 
técnicas estarán obligados a presentar declaración jurada de acuerdo a la Ley N” 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998". 


Sugiero eliminar la palabra "Todos" en el segundo inciso. 
SEÑOR ASTI.- Coincido con la modificación propuesta; ese era el objeto de nuestra aclaración. 


SEÑOR MUJICA.- La redacción que se propone deja saldado el tema. No es fácil establecer en una 
frase que deben ser tres o cinco miembros, que dos deben integrar la Administración Pública, que uno 
debe tener ciertos requisitos, y, además, que todos deben tener idoneidad en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo sustitutivo que figura en la Hoja N* 30, con las 
modificaciones verbales formuladas en Sala. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No como Presidente sino como legislador integrante de la Comisión, quiero 
dejar una constancia en la versión taquigráfica, a modo de una breve fundamentación o aspiración de 
deseos no cumplidos y que voy a desarrollar más en detalle en Sala. 


Nosotros teníamos la intención de aportar que uno de los cinco miembros fuera designado por los 
trabajadores, en nuestra visión respecto al control social, que nos parece que sería muy importante establecer 
en este tipo de mecanismos. 


De todas maneras, ha trascendido públicamente que hubo una reunión del movimiento sindical, del PLT-CNT, 
con el Ministerio de Economía y Finanzas y se está hablando de que, quizás, en la reglamentación pueda 
haber alguna forma de participación de los trabajadores en el desarrollo de este mecanismo. 


De todos modos, no quería dejar de plantear mi punto de vista respecto a esta posibilidad, lo que no inhibe en 
absoluto que lo haya votado a favor. 


En discusión el artículo 9 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, cuyo literal b) está desglosado en 
dos Hojas: una es la Número 7, firmada por el señor Diputado Mujica, y la otra es la Hoja Número 43, 
presentada por el Diputado Posada. 


SEÑOR MUJICA.- Yo estaría retirando la Hoja Número 7 porque se trata de la misma redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante el retiro de la Hoja N'* 7, estaríamos considerando exclusivamente la 
Hoja N* 43, en la que hay una modificación al literal b) del artículo 9. 


Se va a votar el literal b) del artículo 9 en su redacción original del Poder Ejecutivo. 
(Se vota) 

——Cero por la afirmativa: NEGATIVA.-Unanimidad. 

Se va a votar el artículo sustitutivo al literal b) que figura en la Hoja N* 43. 

(Se vota) 

—Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 13 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene tres sustitutivos en las 
Hojas N* 9, N* 40 y N* 44, 


SEÑOR MUJICA.- Voy a retirar la Hoja N* 9. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 13 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, 
que tiene dos sustitutivos en las Hojas N* 40 y N” 44, 


SEÑOR POSADA.- La propuesta que figura en la Hoja N* 44, más allá de los aspectos de redacción, 
que los podemos discutir, da a esta Unidad de Proyectos de Participación Público-Privado el carácter 
de asesora. Es decir que es una Unidad Asesora dentro del Ministerio de Economía y Finanzas, y, en 
definitiva, del propio Ministro. 


Si bien esto se desprende de la redacción, aun en la que presenta el Poder Ejecutivo o en la que se le da en la 
Hoja N* 40, está claro que depende jerárquicamente del señor Ministro de Economía y Finanzas. 
Simplemente, lo que se hizo en el resto es poner los cometidos de esta Unidad en literales para tener una 
mejor presentación. Me parece que era más adecuado. 


Reitero: todos los otros aspectos son de redacción; lo único nuevo, concreto, es el tema de Asesora que, a mi 
juicio, salva un montón de dificultades que se pueden plantear hacia el futuro, porque, en los hechos, asesora 
al Ministro, y será éste quien tome la determinación. 


SEÑOR ABDALA.- Como ha quedado claro a lo largo de todo este proceso parlamentario, nosotros 
hemos sido bastante críticos de esta Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada. En verdad, 
la condición de asesora la sugiere ahora el Partido Independiente y, por supuesto, desde nuestro punto 
de vista, eso alivia en algo la situación. 


De cualquier manera, está claro que, a lo largo del proyecto, ello le acuerda a esta virtual Unidad que habría 
de crearse, una serie de potestades y de cometidos que van bastante más allá del carácter Asesor. Por eso es 
que hemos llegado a la conclusión de que vamos a votar negativamente; lo dijimos a lo largo de la discusión, 
porque entendemos que estas competencias corresponden al Ministerio de Economía y Finanzas, y que este 
es el que debe asumirlas y ejercerlas. Además, la creación de esta Unidad no está clara desde el punto de vista 
del Derecho Administrativo; no surge con nitidez no me refiero al sustitutivo que ha presentado el señor 
Diputado Posada, sino al proyecto del Poder Ejecutivo y a la versión original que estamos analizando la 
naturaleza jurídica y no surge claramente cuál será la naturaleza de los actos administrativos que dictará esta 
Unidad. 


Nos parece que si el propósito era y es el de administrar esa competencia que la ley le acuerda al Ministerio 
de Economía y Finanzas, bastaba con que el Ministerio fuera, por la vía administrativa, el que le diera origen 
y creara esta Unidad a través de una Resolución del Poder Ejecutivo, que perfectamente podría hacerlo. 
Desde ese punto de vista, yo advierto que puede quedar una suerte de inconsistencia a la hora de la 
aprobación del proyecto de ley que me parece innecesaria y que creo que, en definitiva, no ayuda a 
perfeccionar el proyecto de ley en los términos en los que todos estamos intentando enriquecer. 


Asimismo, esta Unidad tiene lo dijimos en distintas instancias una serie de competencias que, a nuestro 
juicio, la ley las lleva un poco lejos, fundamentalmente, en lo que tiene que ver con la autonomía de 
determinados organismos y, al mismo tiempo, nos parece todavía más peligroso darle por ley al Poder 
Ejecutivo la posibilidad de ampliar o llevar más lejos todavía las competencias y los poderes jurídicos de esta 
Unidad que se crea. Por supuesto, vamos a profundizar este tema en la esta discusión en Sala pero, a modo de 
constancia, en esta etapa de la Comisión queríamos adelantar el temperamento del Partido Nacional. 


También queremos hacer una salvedad: votamos determinados artículos en los que aparece actuando esta 
Unidad por la sencilla razón de que no podemos pedir cada vez el desglose de un inciso del artículo. Hay 
artículos proyectados en los cuales se consagran determinadas etapas del procedimiento o ciertos aspectos 
sustantivos donde la Unidad aparece, pero es funcional lo que allí se resuelve con lo que estamos de acuerdo. 
Simplemente, digo esto para no caer en una contradicción aparente. Por esa razón, vamos a votar en contra. 


SEÑOR ASTI.- Partiendo de la base de que esta normativa es autocontenida tiene en sí misma todas 
las normas con las cuales se va a realizar el procedimiento de los contratos de participación público- 
privada entendemos importante que se conozca cuál va a ser la Unidad y qué carácter tiene. En esta 
Hoja N* 40, por si fuera necesario, aclaramos que dependerá del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Aceptamos la mejor redacción que se ha dado a este artículo pero no quisiéramos agregarle el carácter 
de asesora sino dejar previsto para la reglamentación, tal como establece el inciso final, su forma de 
integración y sus cometidos específicos. No estamos agregando otros cometidos sino los que la norma 
establece 


Las posibles objeciones respecto a la provisión de cargos se van a resolver en la Rendición de Cuentas que 
corresponda, de acuerdo a los tiempos de aprobación de este proyecto. Sin embargo, no creemos que eso 
constituya óbice para aprobarlo y dejarlo expresado, con el alcance que tiene, para que todos quienes vayan a 
participar luego en el proceso de participación público-privada conozcan las características de los controles 
que se van a realizar desde el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según lo que ha expresado el señor Diputado Asti, se pondría a votación la 
Hoja N* 44 quitándole la palabra "Asesora" en el título del artículo y en el primer renglón. ¿Lo demás 
quedaría como está? 


SEÑOR ASTI.- También dejaríamos "cometidos específicos" en lugar de "otros cometidos 
específicos". 


SEÑOR POSADA.- Hubiéramos preferido establecer el carácter asesor que, en definitiva, va a tener 
por la vía de los hechos porque, al depender jerárquicamente del Ministerio de Economía y Finanzas, 
es obvio que la responsabilidad en términos políticos la asume esa Cartera. A pesar de que eso es obvio, 
nos hubiera gustado establecer que esas Unidades forman parte del "staff" del Ministerio de Economía 
y Finanzas, es decir remarcar esa condición para evitar que eventualmente se pudiera desprender otra 
interpretación de la redacción que vino del Poder Ejecutivo, que señala que es una Unidad que está en 
la línea de funciones más allá de que aquí están definidas del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Haciendo esa salvedad, vamos a votar la Hoja N” 44 con los cambios que se promueven. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 13 en la redacción propuesta por Poder Ejecutivo, 
que tiene un sustitutivo en la Hoja N” 44. Se retira el sustitutivo que figura en la Hoja N” 40. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


——Cero por la afirmativa: NEGATIVA.- Unanimidad. 


Se va a votar el artículo sustitutivo que figura en la Hoja N* 44, con las modificaciones verbales formuladas 
en Sala. 


(Se vota) 

—Siete en nueve: AFIRMATIVA. 

Léase el sustitutivo del artículo 18, presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 12. 
(Se lee:) "CAPÍTULO III PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN 


Artículo 18. Estudios previos y bases de contratación.- Los estudios de evaluación previa y las bases de 
contratación a que refieren los artículos precedentes serán presentados ante la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y el Ministerio de Economía y Finanzas para su consideración e informe, el que se procesará 
según los plazos y condiciones que establezca la reglamentación. Ambos Organismos, actuando en forma 
coordinada, evaluarán dichos estudios y bases de contratación, tomando en consideración el impacto social y 
económico del proyecto, los aspectos presupuestarios, la viabilidad económica financiera y los beneficios de 
adoptar esta modalidad de contratación. Asimismo se determinará, en esta instancia o, en su defecto, al 
definirse las condiciones definitivas de contratación, las características de distribución de riesgos entre la 
Administración contratante y el contratista. Los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados, deberán 
realizar la presentación a través del Ministerio correspondiente". 


Se va a votar. 
(Se vota) 


—-Ocho en nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR ABDALA.- Queremos dejar constancia de que hubiéramos preferido una mejor redacción 
para este artículo, a partir del debate que se dio en esta Comisión con relación al impacto ambiental 
que los proyectos puedan generar y que, a nuestro juicio, no fue recogido de la mejor manera. Sin 
perjuicio de ello, hemos votado a favor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claramente, el debate sobre ese punto no hacía al fondo sino a la mejor 
manera de redactar el artículo. En este caso en particular no existían discrepancias. Nosotros 
insistíamos en que el tema medioambiental estaba suficientemente contemplado en varias partes del 
articulado y que, en este caso, al referirse al Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, no tenía por qué ubicarse aquí. En definitiva, la discrepancia fue de 
técnica legislativa y no sobre el concepto de fondo. 


SEÑORA ABDALA.- Así lo expresamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los sustitutivos al artículo 23, que figuran en las Hojas N* 33 y 
N? 41. 


SEÑOR ASTI.- En la sesión anterior dijimos que, en base a las observaciones del doctor Cajarville 
fundadas en que no es de estilo en nuestra forma de contratación la adjudicación provisional, 
habíamos introducido modificaciones. Entendimos que, si bien en este caso para la continuación del 
trámite era conveniente que hubiese una adjudicación provisional, las objeciones del doctor Cajarville 
se basaban fundamentalmente en los recursos que se pudieran interponer contra esa adjudicación 
provisional durante el trámite hasta la adjudicación definitiva. 


Por eso nosotros entendíamos que podíamos salvar esa observación del doctor Cajarville poniendo que todo 
recurso que quiera interponerse contra esa adjudicación provisoria quedará en suspenso hasta la adjudicación 
definitiva. 


Hay otras modificaciones que tienen que ver con observaciones del Tribunal de Cuentas y, por último, 
después de "La resolución definitiva será comunicada a todos los oferentes" agregábamos "y al Tribunal de 
Cuentas", dado que en las distintas etapas de la adjudicación se van agregando documentos. 


Estas tres modificaciones son las que están contenidas en la Hoja N* 41.Creemos que es conveniente 
mantener esta figura de la adjudicación provisional y por eso resulta esta redacción, que habla de resolución 
provisional. El otro día el señor Diputado Abdala objetaba la redacción porque decía que nunca había sentido 
hablar de resolución provisional. No tenemos inconveniente en establecer "adjudicación provisional". 
Sacamos "resolución" y, en su lugar, quedará "adjudicación provisional" y "adjudicación definitiva". Hay 
recursos que serán dilucidados en la etapa de la adjudicación definitiva. 


La otra propuesta no contempla la adjudicación provisional. Da la posibilidad de que simplemente se 
presenten observaciones al informe que hace la comisión técnica donde está todo ordenado en forma 
decreciente, pero no avanza sobre cuál es la decisión del órgano jurídicamente habilitado para contratar, que 
es la dirección de la administración contratante. Por lo tanto, queda allí no diría "tierra de nadie" sino "tiempo 
de nadie", refiriéndome a los tiempos de adjudicación. Creemos que es conveniente que cuando el Tribunal 
de Cuentas inicie todo su proceso ya lo haga teniendo en cuenta cuál es la decisión provisional del órgano 
contratante destinada a que, luego de cumplidos todos los trámites, pase a ser la adjudicación definitiva. 


SEÑOR POSADA.- La propuesta que hicimos es redacción, tal como lo señaláramos, de puño y letra 
del doctor Cajarville. De hecho, para nosotros, la formulación que él da al texto nos genera mayores 
garantías desde el punto de vista del cumplimiento de las leyes vigentes. Digo esto porque no hay 
antecedentes de adjudicaciones provisionales. De esta forma, la ley de participación público-privada 
estaría innovando y sentaría un antecedente, si bien aplicable a esta ley, pero que en todo caso no está 
recogido en el resto de la normativa vigente en materia de contrataciones. 


También me parece dudoso lo que se plantea en el tercer inciso de la Hoja N* 41, que dice: "Todo recurso que 
quiera interponerse sobre esta resolución provisional quedará en suspenso hasta la resolución definitiva". Se 
abre la posibilidad de que se presenten recursos y la Administración no se expida sobre ellos. Entonces, ahí sí 
me parece que hay un terreno de nadie. 


En cambio, en esta redacción lo que está claramente pautado es que, una vez establecida la clasificación en 
orden decreciente de las ofertas presentadas, se pone a conocimiento público por cinco días, lo cual abre la 
posibilidad de que aquellos que quieran por decirlo más directa y vulgarmente ejercer el derecho al pataleo, 
lo hagan. Con posterioridad, se da cuenta al Tribunal de Cuentas de la República. Entendámonos bien: en este 
caso, el Tribunal de Cuentas se expide sobre la legalidad de todo el acto del proceso licitatorio. No se expide 
sobre la conveniencia, o sea, sobre a cuál oferente conviene adjudicar la obra. Aun en el caso de que haya una 
adjudicación provisional, el Tribunal de Cuentas no va a tomar posición a ese respecto porque de acuerdo con 
lo que establece la ley solo le corresponde expresarse sobre la legalidad del acto. 


En consecuencia, creo que, por un lado, avanzamos poco y de alguna manera se innova y, por otro, queda 
abierto ese terreno un poco particular que se genera a partir de una adjudicación provisional. El tema es de 
garantías para todos los oferentes y me parece que la redacción del doctor Cajarville, que nosotros 
presentáramos, en realidad contempla y salva mejor todos los aspectos que estuvieron en consideración 
cuando hizo las observaciones. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a remitirme a las consideraciones que formulara en la última sesión de la 
Comisión de Hacienda donde este tema se analizó por vez primera, por lo menos en esta instancia 
definitoria en la que nos encontramos. 


Comparto los argumentos que ha mencionado el señor Diputado Posada. Creo que sería mucho menos 
riesgoso y, por lo tanto, bastante más certero ir por el camino tradicional de definir un mecanismo según el 
cual del informe de la comisión se da vista a los oferentes y a partir de allí se produce la intervención del 
Tribunal de Cuentas. Sigo sin entender claramente la conveniencia, utilidad o prudencia de establecer esta 
instancia de resolución provisional. Me genera enormes dudas, desde el punto del Derecho Administrativo y 
del régimen general de los recursos administrativos, esta innovación. Digo esto porque es una innovación el 
hecho de dejar en suspenso los recursos que se interponen con relación a un acto administrativo... 


SEÑOR ASTI.- Provisional. 


SEÑOR ABDALA.- Pero no deja de ser un acto administrativo y, por lo tanto, por definición, es 
recurrible. 


No sé que tipo de derivaciones puede llegar a tener eso. Me parece que, repito, esta es una innovación que 
puede ser peligrosa y no advierto la conveniencia o la justificación de correr riesgos. Creo que la redacción 
que elaborara el doctor Cajarville que está contenida en la Hoja N* 33 y que tuve oportunidad de firmar es no 
solo más clara, sino que, como vengo diciendo, nos permitiría a todos votar con más confianza y certeza de 
estar haciendo las cosas con arreglo a derecho y de manera más adecuada en función de la técnica legislativa 
y de los principios generales del Derecho Público y del régimen de recurribilidad de los actos 
administrativos. 


Por esa razón, sigo abogando por aprobar esta otra versión y, si no fuera así, votaremos en contra, aun 
coincidiendo, por supuesto, con que esta etapa del procedimiento debe ser resuelta, pero me parece que eso 
no se logra de la mejor manera. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente quiero aclarar que acá no se está quitando ningún derecho a la 
reclamación por parte de los interesados dado que el acto que va a tener efectos jurídicos va a ser la 
adjudicación definitiva. Por lo tanto, todo aquel que quiera recurrir la adjudicación definitiva lo podrá 
hacer en la instancia de conocer la adjudicación provisional o en la instancia de la adjudicación 
definitiva. Todavía tiene más oportunidades de hacerlo. 


¿Por qué lo de los efectos suspensivos? Por algunas de las cosas que decía el doctor Cajarville: se inicia un 
proceso de adjudicación provisional, en el que pasan una serie de acontecimientos que están detallados en el 
artículo respecto a pedir al oferente determinadas documentos adicionales y el Tribunal de Cuentas expedirse 
sobre el informe, que luego podrían llevar a que se cambiara o revocara la adjudicación provisional y se 
adjudicara tal como lo establece el artículo a otro oferente. Entonces, quizás alguno de los recursos 
interpuestos contra la adjudicación original no tenga sentido de seguir adelante. A eso se debe el efecto 
suspensivo. ¿Para qué se va a recurrir sobre algo que no tuvo fundamento y que luego no se concretó? Por lo 
tanto, no se quita ningún derecho de impugnar el acto administrativo, porque tiene carácter provisional, y se 
permite que esos actos que sean recurribles en la etapa inicial se diluciden a partir de la adjudicación 
definitiva, que es cuando realmente producen efecto jurídico. Mientras tanto, no lo producen. 


SEÑOR GANDINL.- Estoy tratando de entender cuál es la diferencia entre una cosa y la otra. 


Aquí se bautiza con el nombre de adjudicación provisional lo que normalmente es el informe de la Comisión 
de adjudicaciones. En los hechos es lo mismo. Si no lo es me gustaría que se me aclarara. Surgido el informe 
de la Comisión de adjudicaciones, lo que aquí se propone es que haya una adjudicación provisoria que luego 
estará sujeta a toda otra serie de revisiones que terminarán con la adjudicación definitiva, que es como sucede 
después del informe de la Comisión de adjudicaciones. Veo que esto tiene un enorme peso psicológico 
diferente. 


Imaginemos un contrato de participación público-privada que está un año o más dando vueltas. Se genera 
mucha atención pública sobre ese contrato porque implica intereses en alguna zona del país. Hay cien o 
doscientos millones de dólares de inversión y un día sale en el diario que se dio la adjudicación provisoria a 
otra empresa. Vayan a explicar ustedes que es provisoria y que puede, por un recurso que se presenta después 
de todas las demás etapas, volver atrás; vayan a explicar a la empresa a la que se adjudicó provisoriamente, 
que a lo mejor comenzó a tomar algún tipo de precauciones por esa adjudicación provisoria, que por el 
recurso que presentó otro interesado se revocó esa adjudicación provisoria. Supongo que ese es el resultado 
que puede tener. No entiendo qué se gana con poner este nombre a esta etapa, más que problemas que no 
acortan el proceso y me parece que lo vuelven más conflictivo. 


El Partido Nacional no va a acompañar este artículo con esa redacción. 


SEÑOR ASTI.-Voy a hacer una sola aclaración porque creo que el tema está suficientemente discutido. 
Se preguntaba cuál es la diferencia entre el informe de la Comisión Técnica y la adjudicación 


provisional. Es nada más ni nada menos que la disposición del organismo competente, en este caso el 
Directorio, el Ministro o lo que corresponda, de la administración contratante por resolución fundada, 
a elegir uno de esos oferentes en función del informe de la Comisión Técnica. Podrá ser el último o no, 
como ocurre en todas las adjudicaciones. Con el régimen hoy vigente por más informe de Comisión 
Técnica que haya, la responsabilidad política la sigue teniendo el órgano competente para tomar las 
decisiones y es por resolución fundada que elige una de las ofertas como adjudicación provisional. 
Todas las precisiones con respecto a qué pasa en esos treinta o sesenta días que pasan entre una 
adjudicación provisoria y una adjudicación definitiva van a correr como si fuera adjudicación 
definitiva porque esta también puede, luego, caer por recursos que hayan interpuesto quienes se 
sientan perjudicados. Por lo tanto, no estamos quitando derechos sino, inclusive, agregando tiempos 
para presentar recursos contra una decisión definitiva. Inclusive se pueden presentar recursos antes de 
que esta sea definitiva, pero solo la decisión definitiva va a tener todos los efectos que hoy tiene 
cualquier adjudicación en los términos que hoy conocemos. 


SEÑOR GANDINI.- Dicho así como lo explica el señor Diputado Asti, entonces también tiene otra 
consecuencia y es que un Ministro y un Directorio adjudican antes de escuchar al Tribunal de Cuentas. 
Será provisorio pero se hace la adjudicación. Después viene la opinión del Tribunal de Cuentas pero da 
lo mismo, porque ya adjudicaron y generaron compromisos y titulares de prensa, y en los hechos 
pusieron a andar un camino que después, al que vaya a recurrir, le cuesta mucho dar marcha atrás. 


Yo que antes pensaba que era una cuestión de forma, ahora digo que es de contenido, por lo que vamos a dar 
debate sobre este tema. Esta es una cuestión de procedimiento, y es esencial porque lo que se quiere es evitar 
por esta vía al Tribunal de Cuentas y adjudicar sin esperar, incluso, los recursos. Tiene el nombre de 
provisional, pero los recursos vendrán después. Y se podrá adjudicar definitivamente con los recursos en 
camino, porque no se van a suspender. Eso es lo que entendí. En el mundo de los hechos, antes de que el 
Tribunal de Cuentas se pronuncie y antes de que un particular pueda presentar interesados en esos recursos, 
va a estar adjudicado. Entonces, es asunto es de contenido. 


SEÑOR POSADA.- Creo que una de las consecuencias graves que tiene la redacción de la Hoja N* 41 
es que, en definitiva, al establecerse una adjudicación provisional y después supongamos mediar una 
observación de legalidad del Tribunal de Cuentas, ya se generaron, por lo menos a priori, derechos 
para una parte. Entonces, desde el punto de vista de la aplicación hasta de los principios que están 
contenidos en el proyecto concretamente en el artículo 4”, todo el tema de la transparencia y 
publicidad, protección del propio interés público; si no hay observación a la legalidad no pasa nada, 
existen principios que pueden terminar siendo afectados. Simplemente, nuestra observación es sobre 
las consecuencias de este artículo. Me parece que siguiendo los principios generales en materia de 
contrataciones que se utiliza habitualmente estábamos mejor resguardados para prever cualquier tipo 
de ulterioridades no deseadas en lo que tiene que ver con un proceso que en cualquier caso es muy 
importante para el Estado. Estamos hablando ni más ni menos que del hecho de que un privado se 
haga cargo de obras de infraestructura pública. Ese es un aspecto no menor que brinda todas las 
garantías. Todo lo que refiere a la mayor claridad del propio proceso para nosotros es una clave del 
éxito de este instrumento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo que el artículo 23 que originalmente envió el Poder Ejecutivo ya 
lo votamos negativamente. Por lo tanto voy a poner a consideración, por su orden de llegada, las dos 
mociones que tenemos a consideración. 


Léase el sustitutivo presentado por los señores Diputados Posada, Abdala, José Carlos Cardoso y Gandini, 
que figura en la Hoja N* 33, Estamos hablando del Capítulo HI, Procedimientos de Contratación. 


(Se lee:) "Artículo 23. Adjudicación de ofertas.- La Comisión Técnica clasificará en orden decreciente las 
ofertas presentadas, atendiendo a los distintos criterios valorados.- Previo informe de la Unidad de Proyectos 
de Participación Público Privada, la Administración Pública contratante, a través de su ordenador de gastos 
competente, dispondrá que se otorgue vista del expediente a los oferentes, a cuyos efectos se pondrá el 
expediente de manifiesto por el término de cinco días, notificándose a todos los oferentes en forma personal o 
por telegrama colacionado dentro de las veinticuatro horas de decretado el trámite aludido.- Dentro de los 
cinco días siguientes al vencimiento del término anterior, los oferentes podrán formular por escrito las 


consideraciones que les merezcan el procedimiento cumplido hasta el momento, el dictamen de la Comisión 
Técnica y el informe de la Unidad de Proyectos de Participación Público Privada.- El procedimiento 
continuará con la intervención del Tribunal de Cuentas, que dispondrá de treinta días corridos para su 
pronunciamiento, contados desde su recepción de todos los antecedentes. Vencido ese plazo sin que el 
Tribunal de Cuentas se expida, se considerará que existe pronunciamiento favorable del Tribunal.-Con el 
pronunciamiento del Tribunal de Cuentas, o vencido el plazo establecido para ello, el ordenador de gastos 
competente resolverá lo que entienda pertinente. Cuando se disponga la adjudicación, se notificará a todos 
los oferentes y se inscribirá en el Registro de Proyectos de Participación Público-Privada previsto en el 

art. 14 de la presente ley. Si la adjudicación no recayera en el oferente ubicado en primer término en el 
dictamen de la Comisión Técnica, deberá dejarse expresa constancia de los fundamentos por los cuales se 
adopta resolución divergente.- El adjudicatario deberá proporcionar toda la documentación cuya presentación 
se hubiera diferido para esta etapa, así como constituir la garantía de cumplimiento del contrato cuando 
corresponda, dentro de los treinta días hábiles contados desde su notificación. Si así no lo hiciera, la 
Administración contratante podrá dejar sin efecto la adjudicación y adjudicar el contrato a otro oferente, 
previo nuevo informe de la Unidad de Proyectos de Participación Público Privada, y con expresa constancia 
de los fundamentos por los cuales se aparta del orden establecido por la Comisión Técnica, si 
correspondiera.- En cualquier caso, la Administración Pública contratante podrá rechazar la totalidad de las 
ofertas sin responsabilidad alguna, no reconociéndose pagos o reintegros por concepto de gastos de los 
oferentes". 


Se va a votar. 
(Se vota) 


—Tres en nueve: NEGATIVA. 
SEÑOR POSADA.- ¡Que se rectifique la votación! 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el sustitutivo que figura en la Hoja N* 33. 


(Se vota) 
——Cuatro en diez: NEGATIVA. 
Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Asti, que figura en la Hoja N* 41. 


(Se lee:) "Artículo 23. Adjudicación de ofertas. La Comisión Técnica, clasificará en orden decreciente las 
ofertas presentadas atendiendo a los distintos criterios valorados.- Previo informe de la Unidad de Proyectos 
de Participación Público Privada, la Administración Pública contratante, a través de su ordenador de gasto 
competente, dispondrá la adjudicación provisional mediante resolución fundada que deberá notificarse a 
todos los oferentes y fijará los términos definitivos del contrato.- Todo recurso que quiera interponerse sobre 
esta resolución provisional quedará en suspenso hasta la resolución definitiva.- El proceso continuará con la 
intervención del Tribunal de Cuentas, el que dispondrá de 30 días corridos para su pronunciamiento, contados 
desde la recepción del expediente de notificación. Vencido este plazo sin que el Tribunal de Cuentas se 
expida, se considerará que existe un pronunciamiento favorable del Tribunal por lo que el proceso continuará 
de acuerdo a lo establecido por los incisos siguientes.- La adjudicación definitiva no podrá realizarse antes de 
que transcurran 30 días hábiles contados desde la notificación de la adjudicación provisional.- Previo a la 
adjudicación definitiva, el adjudicatario deberá proporcionar toda la documentación cuya presentación se 
hubiera diferido para esta etapa, así como constituir la garantía de cumplimiento de contrato cuando 
corresponda.- La adjudicación definitiva será comunicada a todos los oferentes y al Tribunal de Cuentas, 
según lo establezca la reglamentación e inscripta en el Registro de Proyectos establecido en el artículo 14 de 
la presente ley.- Cuando no proceda la adjudicación definitiva del contrato al oferente que hubiese resultado 
adjudicatario provisional, por no cumplir éste las condiciones necesarias para ello, la Administración Pública 
contratante podrá efectuar una nueva adjudicación provisional al oferente u oferentes siguientes a aquél, por 
el orden en que hayan quedado clasificadas sus ofertas, siempre que ello fuese posible y que el nuevo 
adjudicatario preste su conformidad. La nueva adjudicación provisional requerirá de previo informe de la 
Unidad de Proyectos de Participación Público Privada.- En cualquier caso, la Administración Pública 


contratante podrá rechazar la totalidad de las ofertas sin responsabilidad alguna, no reconociéndose pagos o 
reintegros por concepto de gastos de los oferentes". 


Se va a votar. 
(Se vota) 
—Seis en Diez: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 36 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 18. 


SEÑOR MUJICA.- Aclaro que este es el texto presentado en el comparativo y transformado en 
sustitutivo para votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que ya votamos negativamente el artículo 36 original. 


Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 18. 
(Se lee:) 

SUSTITUTIVO 

N* 18 

CAPÍTULO VIli CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 


Artículo 36. Etapas del procedimiento de iniciativa privada.- Aceptada la proposición inicial, con o sin 
modificaciones, el proponente deberá elaborar y presentar el estudio de factibilidad del proyecto de acuerdo 
al alcance establecido por el artículo 16 de la presente Ley, dentro del plazo que fije la reglamentación y 
conforme a los requerimientos que disponga la Administración Pública. Una vez obtenido el informe a que se 
refiere el artículo 18, la Administración Pública contratante podrá realizar el llamado público a interesados a 
que refiere el artículo 19 y continuará con los procedimientos de selección y contratación establecidos en la 
presente Ley. Presentado por: Gonzalo Mujica (FA). 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la Hoja N” 18. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 48 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene dos sustitutivos en las 
Hojas N* 36 y 45. 


La Mesa aclara que este artículo está desglosado; por lo tanto, no está votado. 


SEÑOR POSADA.- Este tema originó una de las observaciones sustanciales que hizo el doctor 
Cajarville durante la primera comparecencia. En este caso, lo primero que debemos hacer es ponernos 
de acuerdo en los aspectos conceptuales. 


El primer aspecto conceptual por lo menos en principio el proyecto del Poder Ejecutivo iba en esa línea tiene 
que ver con si consideramos que puedan existir modificaciones unilaterales de un contrato de parte de la 
Administración Pública, fundadas en el interés público. En tal sentido y compartiendo lo que expuso en esta 
Comisión el doctor Cajarville, nosotros nos pronunciamos a favor de que exista la posibilidad de que el 
Estado modifique unilateralmente los contratos cuando haya razones de interés público. 


Por ejemplo, pongo un caso que a todas luces me parece que nos lleva a esa conclusión. Supongamos que el 
Estado contrata determinada obra pública por este mecanismo de participación público-privada o por 
cualquier otro y que en la ejecución de la obra aparecen aspectos vinculados a un tema que ha estado presente 
en la discusión de la Comisión, es decir, el daño irreversible en el medio ambiente. Claramente, en función de 
ese interés público y de un fin mayor, el Estado tiene que reservarse la posibilidad de modificar los contratos. 
Está claro que esto va a suponer una contrapartida a quien contrató el Estado. De todos modos, la opción de 
modificar unilateralmente los contratos tiene que estar presente. De hecho, la propuesta que elaboró el doctor 
Cajarville en los artículos 48, 49 y 50 están contenidos en las Hojas N* 45, 46 y 47, también redactadas por 
él. Le pedimos colaboración porque nos parecía que el tema era lo suficientemente importante y debía figurar 
en la ley con absoluta claridad. 


En la primera parte del artículo 48, que pasa a denominarse "Modificaciones unilaterales del contrato por 
parte de la Administración" coincidente con la Hoja N* 36, se prevé que el contrato de participación público- 
privada podrá incorporar directamente esta cláusula. Esto quiere decir que en el contrato se podrá establecer 
directamente la posibilidad cuando se acuerda con el privado que se reconoce esa situación y que ello estará 
presente, determinando las contraprestaciones que corresponda. 


Además, para el caso de que el reconocimiento de esta cláusula no pase a ser potestad de la Administración 
contratante, el segundo inciso dice que en ausencia de tal previsión, la Administración Pública previo informe 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, del Ministerio de Economía y Finanzas y con la intervención 
del Tribunal de Cuentas podrá modificar unilateralmente las características o la cuantía de las obras o de los 
servicios contratados. Acá se recoge integramente lo previsto en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo 
en el sentido de establecer un monto máximo esto aparece al final del inciso de las nuevas inversiones 
requeridas por las modificaciones dispuestas. Aquí se propone que ese monto no puede ser más del 20% del 
presupuesto de la obra o del gasto de la operación acordada. 


A nuestro juicio, esta sería la forma de dar una mejor definición a este tema, dejándolo meridianamente claro 
y fijando el criterio conceptual respecto a que la Administración se reserva la posibilidad de modificar 
unilateralmente los contratos. Como explicaba el doctor Cajarville, a nivel de la doctrina existen diversas 
opiniones. Hay algunos administrativistas que se inclinan porque eso no suceda. Aparentemente, la propuesta 
del Poder Ejecutivo recogía la idea de que debía establecerse ese criterio. En todo caso, la redacción debe 
despejar cualquier duda y esas eran las observaciones del doctor Cajarville. De todos modos, la redacción que 
venía del Poder Ejecutivo y la propuesta en la Hoja N* 36 genera dudas en la medida en que se perciben 
algunas contradicciones. 


A nuestro juicio, el artículo 48 debe dejar claro el criterio general para que después, en los artículos 49 y 50, 
se ingrese en un análisis más fino de las distintas casuísticas en cuanto a las modificaciones de los contratos. 
En este caso también, la colaboración del doctor Cajarville nos ha permitido presentar una alternativa para las 
Hojas N? 46 y 47. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que la propuesta que introduce el señor Diputado Posada y que responde a 
una contribución del doctor Cajarville al trabajo de la Comisión en cuanto a la reformulación del 
Capítulo X sin ninguna duda mejora sustancialmente lo que teníamos a consideración. 


Además, creo que la mejora al establecer garantías adicionales al interés de la Administración; la 
modificación unilateral del contrato por razones de interés público que acá se han invocado, se explican por 
sí solas. 


Asimismo, esto no debería afectar derecho de clase alguna, de cualquiera de los oferentes, que se presenten a 
un llamado a licitación de estas características, porque esto no solo tendrá rango legal, y estará establecido a 
texto expreso en la ley marco, que es la que estamos considerando, sino que se introducirá en los pliegos. Al 
mismo tiempo, en el inciso tercero se establece un límite del artículo 48 proyectado del 20% de las 
inversiones, que se entiende forma parte de la razonabilidad con que la Administración debe actuar, a efectos 
de no provocar perjuicios a los particulares. 


Los tres artículos deben ser analizados armónicamente. El artículo 50 se complementa con los anteriores y 
permite modificar el contrato por parte de la Administración Pública, en lo que refiere a costos y beneficios 
previstos al contratar, a efectos, precisamente, de preservar su interés, sin perjuicio de que se aclara en el 


último inciso, y me parece muy bien, que obviamente en la medida en que la renegociación del contrato no 
diera lugar a un acuerdo entre las partes contratantes, es decir, el Estado y el contratista, la contraparte, el 
particular tendrá derecho, obvio es decirlo, a demandar judicialmente al Estado, en la medida en que 
considere que su legítimo interés o algunos de sus derechos subjetivos fue vulnerado. 


Si comparamos simplemente lo que acaba de presentar el señor Diputado Posada, con la redacción del Poder 
Ejecutivo, en particular el artículo 50 del proyecto original que según tengo entendido carece de sustitutivo y, 
por lo tanto, tendríamos que optar entre esta última versión y la que viene del Poder Ejecutivo, es claro que la 
versión del doctor Cajarville es mucho más garantista para el Estado, precisa y abarcativa. Además, creo que 
no habría que temer que esto pudiera desalentar algún inversor o cosa que se le parezca. 


Entonces, nosotros abogamos por la aprobación de estos tres artículos en la versión redactada por el doctor 
Cajarville. 


SEÑOR MUJICA.- Efectivamente, los artículos 48, 49 y 50 están conectados. La intervención del 
doctor Cajarville fue tenida en cuenta a la hora de elaborar los sustitutivos que figuran en las Hojas 
Nos. 36 y 37. 


El sentido de estos sustitutivos es agrupar en dos hipótesis diferentes lo que figuraba en los artículos enviados 
por el Poder Ejecutivo. Por un lado, la posibilidad de que la Administración haga una modificación no 
prevista en el contrato artículo 48 y, por otro, la posibilidad de que el contrato prevea eventuales 
modificaciones. 


De todas maneras, el contenido de las propuestas del doctor Cajarville y la que nosotros presentamos es muy 
similar, salvo pequeñas diferencias. El doctor Cajarville establece un 20% en el artículo 48 y nosotros no; eso 
está bien. En el caso del artículo 49 el doctor Cajarville propone una redacción diferente, pero creo que la 
idea está contemplada conceptualmente. 


Por lo tanto, propongo retirar las Hojas Nos. 36, 23 y 37 y votar los artículos 48 y 49 que están contenidos en 
las otras Hojas presentadas. 


Con respecto al artículo 50, pido unos minutos para estudiar la diferencia. 


SEÑOR POSADA.- En el artículo 50 Cajarville recoge básicamente lo que antes estaba planteado en 
los artículos 49 y 50. El artículo 50 concretamente se refiere al equilibrio contractual cuando se altera 
la ecuación económico-financiera. En definitiva, este es un derecho que tienen las partes, es decir, la 
Administración contratante y también el privado. Si se observa, el doctor Cajarville incorpora en el 
numeral 2) del artículo 49 lo que estaba previsto en el artículo 50, es decir, "que la modificación altere 
significativamente la ecuación económico-financiera resultante del contrato al tiempo de su 
celebración". Esto establecía el artículo 50 y el resto tiene que ver básicamente con las hipótesis 
previstas en el artículo 49 enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MUJICA.- El doctor Cajarville, en ambas comparecencias no estuvo de acuerdo con los tres 
años que se establecían al principio, y lo elimina de la redacción. 


Esta sería la única diferencia sustancial que advierto. La intención de estos tres años era dar más garantías al 
contratista respecto a la permanencia de los términos iniciales del contrato. Sin embargo, mi sensación al 
analizar los tres artículos que propone el doctor Cajarville es que las garantías de mantenimiento de contrato 
están bastante claras para el contratista, porque queda muy estipulado en las condiciones de modificación. 


No pude discutir esta propuesta con la bancada. Yo estoy de acuerdo con votar las tres Hojas sustitutivas de 
los artículos 48. 49 y 50. Me parece que sería una buena solución. 


Concretamente, propongo retirar las Hojas Nos. 36, 23 y 37 y votar en bloque las Hojas Nos. 45, 46 y 47, 
sustitutivas de los artículos 48, 49 y 50, respectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 48, 49 y 50 
enviados por el Poder Ejecutivo 


(Se vota) 


Cero por la afirmativa: NEGATIVA. Unanimidad. 


Se van a votar los sustitutivos presentados por el señor Diputado Posada, que figuran en las Hojas Nos. 45, 
46 y 47. 


(Se votan) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 52 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR POSADA.- En este artículo el doctor Cajarville hizo dos objeciones: una al literal c), donde se 
establecía la resolución unilateral y anticipada del contrato por incumplimiento del contratista. Es 
bueno recordar lo que el doctor Cajarville expresaba en esa circunstancia porque me parece que abona 
a tener presente los argumentos que se utilizaban por su parte para señalar la inconveniencia de que se 
incluyera el literal c). Al respecto el doctor Cajarville decía: "En el artículo 52 se enuncian las causas 
de extinción de los contratos y también hay algunas opciones que debe adoptar el legislador. Ya vimos 
que en el artículo 42 se prevé que la Administración por incumplimiento del contratista puede 
sancionarlo, inclusive llegando a la rescisión del contrato". Aquí se vuelve a prever esa misma 
hipótesis. El literal c) prevé resolución unilateral y anticipada del contrato por incumplimiento del 
contratista. "Aquí hay otra opción que debe tomar el legislador. En doctrina hay quienes admiten que, 
frente a un incumplimiento de su contraparte la Administración pueda rescindir por sí el contrato". 
Quiere decir que algunos autores de la doctrina están en la línea de que se pueda rescindir el contrato 
cuando hay incumplimiento. Continúa diciendo: 'Y hay quienes entendemos que esa es una hipótesis 
de litigio entre los contratantes. Si la Administración sostiene que su contratista no cumplió el contrato, 
seguramente este esgrimirá que sí lo cumplió. Si no lo sostiene así, no habrá litigio y el contrato se 
extinguirá por incumplimiento admitido por las partes. Pero estamos considerando una hipótesis de 
litigio, donde una parte sostiene que la otra incumplió y la imputada lee que sí lo hizo. Y si es una 
hipótesis de litigio, en mi opinión, no corresponde dejar la resolución de una de las partes, por más que 
sea la Administración, sino que eso lo tiene que resolver, como todo litigio, un tercero imparcial que 
puede ser un órgano jurisdiccional, el Poder Judicial o un arbitraje que vemos que aquí también se 
prevé como solución de principio de los conflictos entre las partes. Esta es otra hipótesis. En doctrina se 
sostiene las dos cosas. Sayagués Laso siempre admitió que la Administración podía extinguir 
unilateralmente el contrato por incumplimiento de la otra parte. Personalmente he sostenido y también 
la doctrina más reciente que esa es una hipótesis de litigio cuya resolución corresponde a un tercero 
imparcial. Esto no significa dejar a la Administración desarmada porque tiene muchas otras formas de 
lograr el cumplimiento del contrato, sin que resuelva por sí el litigio. Por ejemplo, como vimos hoy, se 
puede pedir la intervención y seguir cuestionando a la empresa mediante ese mecanismo, confiarle a un 
tercero o asumirla personalmente, pero creo que la Administración no puede resolver por sí en caso de 
que la contraparte haya incumplido. Reitero que en doctrina se sostienen las dos posiciones; es una 
opción del legislador elegir una u otra". Hasta aquí los fundamentos relativos a la inconveniencia de 
mantener el literal c) del artículo 52. 


Con relación al literal 1) del mismo artículo también promovíamos su eliminación, el doctor Cajarville dice: 
"En el literal 1) del artículo 52 se prevé que el contrato se extinga por mutuo acuerdo entre la Administración 
Pública contratante y el contratista. Yo no dejaría en manos discrecionales de la Administración liberar 
estamos hablando de la administración contratante y no de la Administración Pública en general a su 
contraparte de sus obligaciones, porque eso es lo que está diciendo. Si el contrato se extingue, porque 
Administración y contratista se ponen de acuerdo en extinguirlo, lo que está haciendo la Administración es 
liberar discrecionalmente a su contratista de las obligaciones que ha asumido frente a ella. Esta no me parece 
una solución conveniente". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de escuchar las fundamentaciones, entiendo que se plantea la 
eliminación de los literales c) e i) del artículo 52. 


Entonces, ante el planteo y los fundamentos del señor Diputado Posada, en función de la visita y de los 
aportes del doctor Cajarville, y debido a que este es un tema técnico y jurídico sobre el que podría darse un 
debate en Sala, se pone en discusión el artículo 52 que fue desglosado tal cual vino del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR POSADA.- Cuando llegue el momento de la votación voy a solicitar el desglose de los 
literales c) e i) del artículo 52. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 52, desglosando los literales c) e i) 
(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 

Se van a votar los literales c) e 1) del artículo 52. 


(Se vota) 


Ocho en nueve: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 53 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 34, 


SEÑOR POSADA.- La redacción de este artículo es de puño y letra del doctor Cajarville. En realidad, 
habría que analizarlo conjuntamente con los artículos establecidos en el Capítulo XII de "Garantías en 
beneficio de los acreedores y subasta extrajudicial de contrato". 


Cuando el doctor Cajarville analizó el tema de las garantías en el Capítulo XII artículos 56 y siguientes 
reformuló el artículo 53, porque en este se prevé el caso del abandono del proyecto por el contratista 
estableciéndose el derecho de la Administración Pública contratante a hacerse cargo por el tiempo que sea 
necesario de la explotación y de la instalación, a los efectos de asegurar la prestación eficiente, eficaz e 
ininterrumpida del servicio. 


En la redacción actual del segundo inciso lo que se prevé es designar a un interventor que tendrá facultades 
para velar por el cumplimiento del contrato. Este interventor responderá civil, penal y administrativamente 
por las acciones u omisiones dolosas o culposas en que incurriere en el ejercicio del cargo. 


En la propuesta del doctor Cajarville se reconoce la posibilidad de que la Administración Pública contratante 
designe un interventor con las facultades necesarias para asegurar el cumplimiento de los objetos del 
contrato, pero se establece una condición respecto a que la intervención no podrá extenderse por un plazo 
superior a dieciocho meses en realidad, él dejó en blanco la extensión del plazo; este tiempo de dieciocho 
meses lo puse yo a modo de propuesta, lapso en el cual la Administración se obliga a resolver sobre la 
continuidad o cese de las actividades objeto del contrato. Y a continuación dice: "(...) y en el primer caso," en 
caso de que se continúe "procediendo a una nueva adjudicación conforme a los artículos 19 y siguientes de la 
presente ley, o bien mediante la subasta pública prevista en el artículo 59, o en su caso asumiendo por sí 
misma esas actividades por sus propios medios y mediante las expropiaciones procedentes conforme a 
derecho, si correspondieran". 


Repito, este artículo tiene lógica en esta redacción, y quizás lo que convendría hacer primero es considerar el 


Capítulo XII, que refiere a las garantías, porque este cambio en la redacción del artículo 53 se desprende de 
la nueva redacción que se da a los artículos relativos a las garantías. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer algunas consideraciones. 


En primer lugar, con la redacción que figura en el inciso primero de la Hoja N* 34 parecería que el doctor 
Cajarville se inclina por la doctrina Sayagués Laso, porque parte de la base de que la Administración puede 
resolver unilateralmente el contrato por incumplimiento del contratista, que fue lo que votamos en el literal c) 
del artículo 52. 


En segundo término, me parece que el inciso final podría ser de consideración, aunque también recojo la 
propuesta del señor Diputado Posada de que lo analicemos en los artículos siguientes que nos quedan 
pendientes, que tienen que ver con las garantías para los acreedores. 


Creo que esta complementación del artículo 53 que venía del Poder Ejecutivo es pertinente, pero lo 
tendremos que estudiar a la luz de la resolución que tengan los siguientes artículos. Y por supuesto, 
solicitamos el tiempo para analizarlo párrafo por párrafo, en particular, el inciso tercero, que parece 
enganchar bien con el resto del articulado. 


SEÑOR POSADA.- Parece correcto y vale la pena reafirmar que el comienzo del artículo 53 se basa en 
la lógica de la permanencia del literal c) del artículo 52, como acaba de decir el señor Diputado Asti. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que el procedimiento está bien descrito y no tengo inconvenientes 
conceptuales. 


La única inquietud que tengo es respecto al plazo que se otorga al interventor, que es una innovación. Me 
pregunto si dieciocho meses no es un período corto para que la Administración pueda tomar decisión sobre la 
definición final, teniendo en cuenta que se trata de un contrato complejo. Los demás procedimientos están 
previstos en el proyecto del Poder Ejecutivo. La subasta pública está prevista en el artículo 59 de la iniciativa 
original y si el proyecto se fuera a readjudicar a otro contratista, tiene que seguir los procedimientos que la 
ley establece en el artículo 19, que es el mecanismo de autocontenido que hemos definido. 


Además, respecto al enganche de este artículo con los siguientes que propone el doctor Cajarville no hay 
problema, porque el hecho de que se vote uno no obliga necesariamente a que se voten los otros. 


SEÑOR ASTI.- Mi inquietud tiene que ver tanto con el texto del proyecto original del Poder Ejecutivo 
como con este. 


Cuando por las causas establecidas en el artículo 53 se produce la posibilidad de la intervención, el texto dice 
que el interventor podrá hacerse cargo por el tiempo que sea necesario de la explotación de la instalación. 
Acá se está partiendo de la base de que la etapa de construcción ya está terminada, y creo que esta situación 
también se puede dar antes de que eso suceda. O sea que también deberíamos contemplar la etapa de 
construcción. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que la redacción que estamos analizando es mejor que la del proyecto 
original. Francamente, entiendo que el plazo de dieciocho meses es esto es subjetivo, en principio, por 
demás razonable. Creo que es un tiempo prudencial para definir una etapa que se supone que es 
transitoria desde un estado hacia otro, precisamente, a los efectos de solucionar un incumplimiento o 
un abandono en el proyecto, como aquí se prevé. Por supuesto, eso lo dirá la casuística, pero en 
principio me parece que si extendemos todavía más este plazo, podemos llegar a terminar legislando 
por la patología, haciendo permanente lo que se supone que debe ser transitorio o emergente: atender 
una coyuntura específica que se da en forma por lo menos imprevista de acuerdo con los términos del 
contrato. Lo que sí haría sin perjuicio de que soy, por supuesto, suscriptor de todo el artículo es 
modificar el "nomen iuris", porque me parece que por más que lo que vale es el contenido, hablar de la 
intervención de la empresa del contratista puede parecer un poco temerario. Habría que buscar una 
alternativa. Tal vez la que estaba antes: abandono del proyecto o, eventualmente, intervención de las 
instalaciones o de la explotación. Me parece que, por lo menos, es más moderado. 


SEÑORA POSADA.- Podría ser intervención de la administración contratante. 


SEÑOR ASTLI.- En cuanto al plazo que estamos discutiendo, todos sabemos que este tipo de contratos 
serán de mediano y largo plazo. Quizás en algún caso dieciocho meses sea más que suficiente y, en otro, 


sea absolutamente insuficiente. Si el plazo es de treinta años, quizás dieciocho meses sea poco, pero si 
son diez o quince años, es más que suficiente para tener una idea de todo el contrato. Estaría 
proponiendo como una idea, vincularlo a una décima parte del plazo contractual, que no podrá 
exceder a una décima parte del plazo originalmente previsto. 


SEÑOR ABDALA.-Tal vez esa fórmula pueda ser discutible y tenga su fundamento, pero me parece 
que estamos vinculando plazos que son distintos. Una cosa es el plazo del objeto del contrato, de su 
duración. Otra cosa es este plazo que, en todo caso, a mi juicio tiene más que ver con el procedimiento. 
Creo que lo que estamos estableciendo aquí es un plazo que hace a un procedimiento y a una transición 
como yo digo frente a la situación de emergencia que se ha producido. Por eso me gustaba más 
acotarlo. Creo que es el interés de la Administración que ella asuma la obligación legal, en este caso, de 
resolver esta situación hacia una nueva situación definitiva en el más breve tiempo posible. No digo que 
no se puedan vincular los dos plazos, pero advirtamos que son plazos diferentes o que su naturaleza es 
distinta. Por eso sigo sosteniendo que dieciocho meses está bien. 


SEÑOR MUJICA.- En principio, estaríamos adoptando para el artículo 53 la solución de la Hoja N* 34 
con una modificación en el plazo, en el último inciso, donde dice: "La intervención no podrá 
extenderse por un plazo (...)". Acá la diferencia estaría en el plazo. Yo me inclino por la propuesta que 
hace el señor Diputado Asti. Me parece razonable que el plazo que tenga la Administración esté 
vinculado al plazo total del contrato. Y un 10%, pensando en contratos que, en todo caso, no van a ser 
mayores a treinta y cinco años se trata de un contrato grande, que tiene que ser por una 
infraestructura importante y debe haber seguramente servicios conexos variados vinculados, 
significarían tres años y medio en el máximo caso, lo que me parece sensato, porque en este período la 
Administración tiene que tomar una decisión sobre lo que va a hacer con esa infraestructura y, 
además, hacer los procedimientos, según lo que entiendo de esto. Entonces, me parece que es razonable 
dar un tiempo a la Administración vinculado al plazo final del contrato. 


Lo último es que, efectivamente, el título del artículo no refleja el contenido, porque la intervención de la 
empresa del contratista puede referirse a la intervención de la empresa que hizo el contrato y, en realidad, lo 
que se interviene es el contrato propiamente dicho y el conjunto de personas jurídicas que se hayan creado 
para cumplirlo. O sea que, en ese sentido, creo que es de recibo. La intervención de la Administración 
Pública contratante es un nombre que refleja el contenido. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que ya estamos alcanzando un punto en el que este asunto ha quedado 
suficientemente discutido, pero sobre el tema del plazo, insisto en que me parece que dieciocho meses, 
por lo menos es la solución más ponderada, porque está bien el razonamiento que se hace de vincular 
un plazo con el otro, tomando la hipótesis de máxima, pero eso no refleja la generalidad de las 
situaciones o la totalidad de la casuística. ¿Qué pasa con un contrato que, eventualmente, tenga un 
plazo de cinco años? Ahí le daríamos seis meses a la Administración, lo que puede ser poco, por más 
que el contrato no sea de la misma envergadura desde el punto de vista de los trámites administrativos. 
Lo mismo sucedería si hubiera un plazo de diez años, en el que estaríamos dando un año, que puede 
ser suficiente o no. Insisto en que me parece que vincular los dos plazos puede ser riesgoso. Creo que 
dieciocho meses es razonable, porque esto tiene más que ver con el procedimiento. Frente a la nueva 
situación jurídica, la Administración debe resolver una situación y construir una nueva. Eso es lo que 
el legislador está mandatando. Dieciocho meses es razonable en términos de pensar en un nuevo 
proceso licitatorio o un nuevo procedimiento administrativo, sea de la naturaleza que sea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema está más que discutido. Las dudas nos llegan a todos. El problema es 
que, plantear un plazo muy rígido, aunque todos estemos de acuerdo en que sea lo más rápido posible, 
puede provocar inconvenientes si no se cumple. 


SEÑOR POSADA.- Pongamos un plazo, que puede ser este que está contenido en la norma o seis meses 
más, y que directamente se hagan las consultas, porque me parece que es un tema sobre el que el 
propio Ministerio de Economía y Finanzas debería opinar, porque tiene una idea más acabada de qué 
cosas quiere hacer con esto. Si no, estamos en una discusión en la que no vamos a avanzar, porque es 
un tema de percepción. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Me parece que está bien por dos razones. Es razonable lo que acotaba el señor 
Diputado Abdala, porque puede haber contratos de cinco años y le estaremos dando un plazo muy 
acotado a la Administración Pública, por lo cual la podríamos estar perjudicando. Entonces, me parece 
importante ser mesurados o ir por el camino del medio, en el sentido de establecer veinticuatro meses y 
hacer algunas consultas con respecto al Ministerio de Economía y Finanzas para ver si entiende desde 
el punto de vista administrativo que estaría de acuerdo. Por lo menos zanjaríamos esta situación 
estableciendo un plazo de veinticuatro meses y avanzamos. 


SEÑOR ASTI.- Sugerimos que en el primer párrafo, cuando dice: " (...) la Administración Pública 
contratante podrá hacerse cargo, por el tiempo que sea necesario, de la explotación de la instalación 
(...)", diga "de la construcción o explotación de la instalación", porque puede estar recién en la etapa 
de construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 53 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, 
que tiene un sustitutivo, presentado por los señores Diputados Posada, Abdala, Cardoso y Gandini, que 
figura en la Hoja N* 34. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Cero por la afirmativa: NEGATIVA. Unanimidad. 
Se va a votar el sustitutivo que figura en la Hoja N* 34, con las modificaciones verbales formuladas en Sala. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 55 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que había sido desglosado. No 
tiene sustitutivo. 


SEÑOR ABDALA.- Releyendo este artículo he advertido que no me gusta la última oración en la que 
se prevén las instancias de arbitraje, que establece: "La reglamentación podrá establecer condiciones y 
procedimientos especiales para el arbitraje". No entiendo su fundamento. El arbitraje está regulado 
legalmente en el Código General del Proceso. Me parece que daríamos una prerrogativa excepcional a 
la Administración, que no recuerdo que haya sido fundamentada, por lo menos. Creo que lo demás está 
bien, pero no entiendo cuál es el motivo por el que se establecen condiciones y procedimientos 
especiales más allá de los previstos en la ley. 


Por lo tanto, sugiero eliminar esa última oración, salvo que alguien pueda fundamentarla. Francamente, no 
recuerdo que esto haya sido reclamado por la Administración cuando compareció ante la Comisión. 


SEÑOR ASTI.-Sugiero transformar esta última oración en un inciso aparte a efectos de permitir su 
desglose. Como hemos dicho en otras oportunidades, nosotros lo votaremos afirmativamente y en Sala 
lo fundamentaremos. 


SEÑOR POSADA.- En la primera comparecencia, el doctor Cajarville hizo una pequeña observación, 
que me parece de recibo, que tiene que ver con el alcance de los arbitrajes. Él señala su acuerdo con el 
hecho de que, en definitiva, se establezca el arbitraje en el pliego de condiciones de hecho, 
prácticamente en todas las licitaciones actuales se incorpora esa facultad, pero expresa que hay un 
aspecto que debería salvarse con relación a que el litigio dé lugar a la anulación de un acto 
administrativo. Es decir, se debe determinar que ningún arbitraje puede establecer la anulación del 
acto administrativo como consecuencia de su producción. De alguna manera, ese aspecto debería 
quedar salvado con una breve mención en el artículo 55. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 55, desglosando la oración final del inciso segundo. 


(Se vota) 

———O cho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión la última oración del artículo 55, que fue desglosada. 
Se va a votar. 

(Se vota) 


Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


Léase el aditivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 24. 
(Se lee:) 


"Artículo 56. Garantías en beneficio de acreedores.- En el marco de esta Ley, el contratista podrá constituir, 
en beneficio de sus acreedores, todo tipo de garantías reales y personales sobre sus bienes y derechos, 
actuales y futuros, conforme al régimen legal vigente, incluyendo, entre otras, la constitución de prendas 
sobre flujos de fondos futuros a generarse en el proyecto así como fideicomisos de garantía.- El contratista 
podrá asimismo celebrar contratos de prenda sobre los derechos de los que fuere titular, originados en el 
contrato de Participación Público Privada que hubiere suscrito con la Administración Pública.- Artículo 57. 
Objeto de la prenda del contrato.- La prenda de los derechos originados en el contrato de Participación 
Público Privada, con los derechos y bienes incorporados al mismo, podrá ser pactada por el contratista con 
los financistas de la obra o de su operación o mantenimiento, o para la emisión de valores de la sociedad 
contratista o de un fideicomiso creado a tales efectos.- No se admitirá la prenda, en garantía de deudas que no 
guarden relación con las obras, su operación o mantenimiento motivo del mismo.- La prenda deberá 
constituirse por escritura pública o por documento privado con firmas certificadas notarialmente.- Esta 
garantía real se regirá por lo dispuesto en el Código Civil en sede de prenda común, en todo lo no previsto en 
la presente ley.- Para la constitución del derecho real se requerirá, acumulativamente, la notificación a la 
Administración contratante y su inscripción en el registro respectivo (Ley N” 17.228, de 7 de enero de 
2000).-Artículo 58. Derechos del acreedor prendario.- Cuando procediera la resolución del contrato por 
incumplimiento de alguna de las obligaciones del contratista, la Administración contratante, antes de 
resolver, notificará al acreedor prendario por si éste deseara promover la ejecución prendaria en caso que 
correspondiera, lo cual deberá notificar a la Administración contratante dentro de un plazo de diez días 
hábiles de recibida la notificación.- Asimismo, si la obligación garantizada no hubiera sido satisfecha total o 
parcialmente al tiempo de su vencimiento, el acreedor prendario tendrá derecho a promover el procedimiento 
de ejecución prendaria correspondiente, notificando a tales efectos a la Administración contratante.- 

Artículo 59. Ejecución de la prenda.- Notificada la Administración contratante de la decisión del acreedor 
prendario de proceder a ejecutar la prenda, en cualquier de las dos hipótesis previstas en el artículo anterior, 
la Administración contratante procederá a ejecutar la prenda en forma extrajudicial mediante subasta pública, 
de acuerdo a lo previsto en este artículo.-A partir de la notificación al contratista de la resolución del contrato, 
aunque no estuviera firme dicho acto, la Administración contratante podrá designar un interventor en las 
mismas condiciones que las previstas en el artículo 53 de la presente ley.- Dicha intervención se mantendrá 
hasta que tome posesión un nuevo contratista, o se deje sin efecto el contrato en caso que la subasta quedara 
desierta o ningún interesado fuese autorizado por la Administración contratante para participar en el 
procedimiento de ejecución prendaria por razones fundadas. Los costos de la operación interina serán de 
cargo del contratista quien no tendrá derecho a indemnización alguna por el uso de sus activos ni por lucro 
cesante.- A efectos de la ejecución extrajudicial de la prenda, la Administración contratante deberá convocar 
en forma pública a interesados en participar de la subasta pública del contrato, en los términos que determine 
la Administración contratante o de acuerdo a lo que establezca el pliego o contrato de PPPs.-Todo el que 
desee participar en el procedimiento de ejecución prendaria en calidad de postor, incluso el propio acreedor 
prendario si la legislación aplicable al mismo no lo impidiera, deberá comunicarlo a la Administración 
contratante para obtener la oportuna autorización administrativa, que deberá notificarse al interesado en el 
plazo máximo de quince días, y sin la cual no se le admitirá en el procedimiento. La autorización se otorgará 
siempre que el peticionario cumpla los requisitos exigidos oportunamente al contratista. Si hubiera finalizado 
la fase de construcción o ésta no formara parte del objeto del contrato, sólo se exigirán los requisitos 
necesarios para llevar a cabo la operación de la obra.- Si la subasta quedara desierta o ningún interesado 
fuese autorizado por la Administración contratante para participar en el procedimiento de ejecución prendaria 


por razones fundadas, a la Administración contratante podrá resolver el contrato. En tal caso, la 
Administración contratante quedará liberada con la puesta a disposición del acreedor prendario del importe 
de la indemnización o pago que correspondiera al contratista por la resolución del contrato, de existir.- Todas 
las sumas que se obtengan en la subasta, deducidos todos los gastos en que se incurra para realizar la misma, 
serán aplicadas a la cancelación de las sumas adeudadas al acreedor prendario. En caso que exista un 
remanente, el mismo será puesto a disposición del contratista. Si lo obtenido en la subasta no fuera suficiente 
para cancelar lo adeudado al acreedor prendario, el adjudicatario por el hecho de resultar adjudicatario de la 
subasta, asumirá también la obligación de cancelar las sumas remanentes adeudadas al acreedor prendario en 
los plazos pactados originariamente o en la forma que se acuerde con el acreedor prendario.- El adjudicatario 
en el procedimiento de ejecución prendaria quedará subrogado en la posición del contratista hasta completar 
el plazo del contrato que reste, siempre que este no sea extendido por decisión la Administración contratante, 
asumiendo los mismos derechos y obligaciones que el contratista anterior, tanto frente a la Administrador 
como frente al acreedor prendario, en caso que aún existan deudas garantizadas con la prenda del contrato". 


Léase el aditivo que figura en la Hoja N* 35, presentado por los señores Diputados Posada, Abdala, José 
Carlos Cardoso y Gandini. 


(Se lee:) 


"Artículo 56. Garantías en beneficio de acreedores.- El contratista de un proyecto de Participación Público 
Privada podrá constituir, en beneficio de sus acreedores en virtud de la ejecución de ese contrato, prendas 
sobre los flujos de fondos futuros a generarse en el proyecto, así como fideicomisos de garantía, y todo otro 
tipo de garantías personales o reales sobre sus bienes y derechos actuales o futuros, todo conforme a la 
legislación vigente.- Artículo 57. Prenda de los derechos emergentes del Contrato de Participación Público 
Privada.- El contratista de un proyecto de Participación Público Privada podrá celebrar contratos de prenda 
sobre los derechos de que fuere titular originados en el Contrato de Participación Público Privada y sobre los 
bienes incorporados a su ejecución, exclusivamente para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con 
los financistas de la obra, de su operación o mantenimiento, así como las que resulten de un fideicomiso 
constituido a tales efectos.- El contrato se documentará en escritura pública o en documento privado con 
firmas certificadas notarialmente, y se regirá por las disposiciones de la Ley N* 17.228, de 7 de enero de 
2000 sobre la prenda sin desplazamiento en todo lo no previsto en la presente ley.- La constitución del 
derecho real requerirá la notificación a la Administración contratante y la inscripción en el registro 
respectivo.- Artículo 58. Pretensión de ejecución de la prenda.- El acreedor prendario del contratista de un 
Contrato de Participación Público Privada tendrá derecho a ejecutar la prenda, ya sea porque la obligación 
garantizada no hubiera sido satisfecha total o parcialmente a su vencimiento, o cuando se hubiera dispuesto la 
resolución del contrato por incumplimiento del contratista.- En ambos casos, el acreedor prendario deberá 
notificar a la Administración Pública contratante su pretensión de ejecutar la prenda. Cuando la ejecución se 
origine en la resolución del contrato por incumplimiento del contratista, esa notificación de la pretensión de 
ejecutar la prenda deberá ocurrir dentro de los diez días siguientes al de la notificación al acreedor de la 
decisión de resolver el contrato.- Artículo 59. Ejecución extrajudicial de la prenda.- La ejecución de la prenda 
otorgada por el contratista conforme a los artículos anteriores se realizará en forma extrajudicial por la 
Administración Pública contratante, mediante subasta pública.- A tal efecto, la Administración contratante 
convocará en forma pública a los interesados en participar en la subasta, de conformidad con lo que 
establezca la reglamentación o de acuerdo a lo estipulado en el pliego de condiciones o en el Contrato de 
Participación Público Privada. La Administración autorizará esa participación siempre que el postulante 
cumpla los requisitos exigidos a los oferentes en el procedimiento de selección del contratista que originó el 
contrato de que se trata; si el Contrato de Participación Público Privada estuviere parcialmente cumplido, será 
suficiente que el postulante cumpla los requisitos correspondientes a los aspectos del objeto del contrato 
pendientes de cumplimiento.- El mejor postor en la subasta pública extrajudicial quedará subrogado en la 
posición del contratista hasta completar el plazo del contrato o sus prórrogas si correspondieran conforme a 
derecho, asumiendo los mismos derechos y obligaciones del contratista original, tanto frente a la 
Administración como a su acreedor prendario si subsistieran deudas garantizadas por la prenda.- Todo el 
producido de la subasta, deducidos los gastos que hubiera ocasionado, serán destinados al pago de los 
créditos del acreedor prendario. Si existiera un remanente, quedará a disposición del contratista originario. Si 
resultara un saldo impago del crédito del acreedor prendario, el adjudicatario de la subasta deberá asumir 
también la obligación de cancelarlo en los plazos pactados originariamente o en los que acuerde con el 
acreedor.- Si ningún interesado fuere autorizado a participar en la subasta extrajudicial por razones fundadas, 
o si no hubiera ofertas aceptables en la subasta pública, el acreedor prendario podrá ejercer sus derechos 


contra su deudor en la vía jurisdiccional que corresponda conforme al derecho común, y la Administración 
deberá proceder conforme a lo establecido en el inciso tercero del artículo 53 de la presente ley". 


Aclaramos que los números de los artículos no serán los que figuran en las Hojas Nos. 24 y 35, porque 
el artículo 46 fue eliminado; en consecuencia, se hará un corrimiento. 


SEÑOR MUJICA.- Los artículos 56 y 57 propuestos por el doctor Cajarville refieren a lo mismo que 
los artículos 56 y 58 que proponemos nosotros; simplemente, los ordena diferente. La diferencia 
comienza en el artículo 58. Se puede avanzar votando los artículos 56 y 57, en primer lugar. No tengo 
inconveniente en votar estos dos artículos propuestos por el doctor Cajarville, porque tienen el mismo 
concepto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A propuesta del firmante, se retira la consideración de los artículos 56 y 57 
que figuran en la Hoja N* 24. 


En consecuencia, se van a votar los artículos 56 y 57 que figuran en la Hoja N* 35. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión los artículos 58 y 59 que figuran en las Hojas Nos. 24 y 35. 
SEÑOR MUJICA.- Aquí sí se plantea una diferencia conceptual importante. 


En la propuesta que nosotros planteamos en la Hoja N* 24, concretamente en el artículo 58, proponemos que 
la Administración tenga la opción de informar al acreedor financista del contratista en caso de que fuera a 
resolver el contrato o a proceder sobre él de alguna forma y, en el segundo inciso, establecemos que el 
acreedor prendario tenga derecho a promover el procedimiento de ejecución, notificando a la Administración. 
En el caso del artículo 58 que se propone en la Hoja N* 35, el acreedor prendario es el que toma la iniciativa 
e informa a la Administración. Es decir que hay un cambio en el sujeto que realiza la acción; pasa de la 
Administración contratante al acreedor prendario. Este es un cambio que no hemos discutido, pero que es 
sustancial. 


SEÑOR POSADA.- Creo que cambió la lógica del artículo 58 con la propuesta del doctor Cajarville, 
pero el resultado es invariable. Simplemente, pone las cosas en su lugar, porque, en realidad, el 
acreedor prendario es el que tiene ese derecho. Lo que pasa acá es que en la redacción propuesta se 
comienza trabajando en la hipótesis de la rescisión del contrato, es decir, que es la Administración la 
que da ese paso, pero, en realidad, quien tiene derecho a la ejecución por alguna razón, ya sea, como se 
dice acá, "[...]porque la obligación garantizada no hubiera sido satisfecha total o parcialmente a su 
vencimiento” y acá contempla la posibilidad con la que está comenzando la redacción del artículo 58 
"o cuando se hubiera dispuesto la resolución del contrato por incumplimiento del contratista". Pero, 
en cualquier caso, en la ejecución de la prenda, quien debe dar ese paso es el acreedor prendario. No 
puede iniciarlo la Administración contratante. 


La hipótesis del artículo 58, tal como está redactada, parte de la base de que se da la resolución del contrato, 
y entonces, allí notifica a este por si quiere ejercer sus derechos. En realidad, está invertida la forma, pero el 
contenido en cuanto al objeto y a respetar el Derecho es exactamente el mismo. Creo que la pretensión de la 
ejecución solo puede manifestarla el acreedor prendario, y está bien que lo digamos así. 


SEÑOR ASTI.- Precisamente por estas apreciaciones que estaba haciendo el señor Diputado Posada, es 
que quería intervenir con respecto al artículo 59, y no porque quiera adelantarme a la discusión. 


La solución que está prevista en el artículo 59 junta las dos hipótesis por las cuales se puede llegar a la 
ejecución prendaria, que es cuando hay un incumplimiento del contratista con el acreedor prendario o del 
contratista con la Administración. En la propuesta que estamos firmando conjuntamente con el compañero 
Mujica, damos la misma solución para los dos casos. Me estoy refiriendo a los casos en que la subasta se 


declare desierta o a que nadie sea autorizado a continuar con la explotación. Esto es, que la Administración 
contratante queda liberada por la puesta a disposición del acreedor prendario del importe de la indemnización 
o pago que le correspondiera al contratista por la resolución del contrato, de existir. 


O sea que la solución es la misma para dos casos esencialmente distintos, que son el incumplimiento con el 
acreedor prendario o el incumplimiento con la Administración. En este caso ya lo manifesté en su momento, 
cuando redactamos esto creo que había un problema a resolver que para dos situaciones distintas respecto a la 
relación con la Administración contratante deberíamos tener soluciones distintas. 


Con la propuesta que presenta el doctor Cajarville no la estoy apoyando, estas soluciones están por separado 
y, por lo tanto, ameritan una solución distinta. 


SEÑOR POSADA.- Ya que hubo referencia al artículo 59, quiero mencionar que en el final de la 
propuesta de dicho artículo redactada por el doctor Cajarville se señala que "[...] y la Administración 
deberá proceder conforme a lo establecido en el inciso tercero del artículo 53 de la presente ley", que 
acabamos de aprobar. Este es el aspecto al que me refería cuando dije que había una compatibilización 
entre una y otra propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 58 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, 
que tiene un aditivo en las Hojas N* 24 y N” 35. Se va a votar. 


(Se vota) 


—Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente para adelantar que, conjuntamente con el señor Diputado Abdala, en 
la instancia de la discusión en particular de este proyecto, vamos a presentar porque creemos que es 
importante que se dé un tiempo de reflexión los aditivos con una formulación distinta a la que está acá 
respecto al artículo que acabamos de votar. Vale decir que esto está atado también al artículo 59. Creo 
que la solución establecida en el artículo 58 como bien señalaba el señor Diputado Asti está enrabada 
con la del artículo 59. 


Entonces, si optamos por el artículo 58 establecido en Hoja que acabamos de votar, la consecuencia es votar 
el artículo 59 también como está propuesto en la Hoja. Si elegimos la otra solución, deberíamos votar el 
artículo 59 propuesto en la Hoja N* 35. Me parece que esto vale la pena expresarlo. 


SEÑOR ASTI.- Para facilitar acá o en Sala la consideración de este artículo, pediría que en el 
inciso sexto que comienza con "Si la subasta quedara desierta |[...]', la frase final, es decir, la que 
comienza con "En tal caso, la Administración contratante [...]'" se convirtiera en un inciso separado. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el artículo 59 de la Hoja N* 24, con la corrección que acaba de 
plantear el señor Diputado Asti, es decir, separando parte del inciso sexto, que pasaría a ser séptimo. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


—Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POSADA.- Está claro que no tenemos objeciones de fondo respecto al contenido de estos 
artículos; de lo que se trata es de resolver con una mejor redacción lo que se plantea en materia de 
garantías. Como esto se incorporó en la etapa parlamentaria, queremos dejar esa constancia: no hay 
objeciones respecto al fondo sino de forma, en la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recordamos a los señores Diputados que, en la medida en que se eliminó el 
artículo 46, va a haber una corrección en la numeración de los artículos. 


Corresponde votar al señor Diputado Mujica como miembro informante del proyecto. 
(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POSADA.- El señor Diputado Mujica ya ha elaborado parte del informe por lo cual 
corresponde felicitarlo pero me parece que el último párrafo de la parte expositiva tiene una redacción 
que puede dar lugar a controversia, por lo que solicito que lo reformule o lo quite. 

También quiero proponer que los "nomen turis" del proyecto figuren entre paréntesis. 


SEÑOR MUJICA.- No hay inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Partido Nacional acompañará el proyecto, pero con salvedades que 
expresará en Sala, por lo que no es necesario designar un miembro informante de la minoría. 


Se coordinará con la Secretaría de Cámara a los efectos de ingresar este proyecto en el orden del día del 
próximo miércoles, y en la noche de hoy se remitirá el articulado aprobado a los señores Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


